
JUZGADO CUARENTA Y TRES CIVIL DEL CIRCUITO  

Bogotá D.C., agosto veinticuatro (24) de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente No. 11001 31 03 043 2018 00239 00 

 

ASUNTO 

 

De conformidad con lo dispuesto en el num. 3º del art. 278 del C.G.P., se dicta 

sentencia de mérito de forma anticipada en el asunto de la referencia, visto que no 

hay causal de nulidad que le impida desatar de fondo la cuestión planteada y al 

encontrarse probada la excepción de prescripción. 

 

ANTECEDENTES 

 

Demanda, pretensiones y hechos. 

 

Mediante escrito repartido a este Juzgado en 11 de mayo de 20181, el señor 

Juan Carlos Daza Gaitán, a través de apoderado judicial constituido para el efecto, 

instauró demanda verbal contra Carlos Eduardo González Walteros, Gabriel 

Castro Cuellar y el Patrimonio Autónomo denominado Fideicomiso Aragón 

N.P.A. con el fin de que se hagan las siguientes declaraciones y condenas2: 

  

 

 
 

Adicionalmente, como primeras pretensiones subsidiarias se solicitaron 

las siguientes: 

 

                                                
1 Archivo digital “01Cuaderno1”, pagina 214. 
2 Archivo digital “01Cuaderno1”, pagina 208 a 210. 



2 

 
 

Para culminar le punto de las suplicas de la demanda se propusieron 

como segundas pretensiones subsidiarias las que se enuncian: 

 

 

 
 

Las anteriores pretensiones se fundamentaron en los hechos que a 

continuación se reseñan: 

 



3 

  

 



4 

 

 



5 

 

 
 



6 

 

 
 



7 

Síntesis procesal 

 

Reunidos los requisitos de ley, en proveído de 24 de mayo de 20183, se admitió 

la demanda, ordenando el enteramiento de los convocados y el traslado de Ley; 

notificación que se dio conforme los lineamientos del CGP y el Decreto Legislativo 

860 de 2020 y, dentro del lapso de rigor, contestaron la demanda oponiéndose a las 

súplicas del libelo y formulado las defensas de fondo así: 

 

El demandado Gabriel Castro Cuellar quien fue notificado personalmente de 

la demanda4, al contestar la demanda5 presentó los medios exceptivos: que 

denominó “IMPOSIBILIDAD DE FIJAR LA LITIS”, “INEXISTENCIA DE TÍTULO 

DOCUMENTARIO DE QUIEN ACCIONA”, “INEXISTENCIA DE VÍNCULO ENTRE 

EL ACCIONANTE Y LOS DEMÁS SUJETOS LLAMADOS A JUICIO”, “FALTA DE 

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA RESPECTO AL INMUEBLE”, “FALTA 

DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA RESPECTO AL NEGOCIO DE 

COMPRAVENTA”, “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA 

RESPECTO AL MANDATO”, “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 

ACTIVA RESPECTO AL PODER”, “PETITA INCONSISTENTE”, “CADUCIDAD, 

INTANGIBILIDAD DEL PODER”, “INTEGRIDAD DEL PODER”, “EL PODER NO ES 

LA FUENTE”, “LEGALIDAD E INTANGIBILIDAD DEL MANDATO”, “LO 

ACCESORIO CORRE LA SUERTE DE LO PRINCIPAL”, “PRETENSIÓN DE 

SIMULACIÓN INFUNDADA”, “INEXISTENCIA DE SIMULACIÓN”, 

“PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN RESPECTO DEL PODER”, PRESCRIPCIÓN DE 

LA ACCIÓN DE SIMULACIÓN”, “PRESCRIPCIÓN DE TODA ACCIÓN RESPECTO 

DE LOS NEGOCIOS JURÍDICOS SOBRE LOS QUE VERSA LA DEMANDA” y 

“EXCEPCIONES GENERICAS” . 

 

En lo que toca a las excepciones de “PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 

RESPECTO DEL PODER”, “PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DE SIMULACIÓN” y 

“PRESCRIPCIÓN DE TODA ACCIÓN RESPECTO DE LOS NEGOCIOS 

JURÍDICOS SOBRE LOS QUE VERSA LA DEMANDA” se sustenta las mismas en 

esencia en que la acción para ir en contra del asunto o negocios jurídicos sobre los 

que versa la demanda, ha prescrito, alega como fundamento de su pedimento el 

Articulo 2535 del Código Civil en concordancia con la modificación introducida con 

la Ley 791 de 2002. 

 

Por su parte el Patrimonio Autónomo Fideicomiso Aragón representado por 

Alianza Fiduciaria S.A. en su condición de vocera y administradora del mismo, se 

notificó personalmente de la presente demanda6 y dentro del término, contestó la 

misma7 proponiendo los medios exceptivos denominados “Prescripción y/o 

caducidad de acción de nulidad relativa”, “Prescripción de la nulidad absoluta 

respecto al poder”, “Inexistencia de nulidad absoluta por hecho superado”, “Buena 

fe exenta de culpa del adquiriente (Fidecomiso Aragón)”, “Oponibilidad del negocio 

jurídico de fiducia mercantil frente al demandante y demás terceros”, “Falta de 

legitimación por pasiva” y la denominada “Genérica”.  

 

                                                
3 Archivo digital “01Cuaderno1”, página 216. 
4 Archivo digital “01Cuaderno1”, página 220 
5 Archivo digital “01Cuaderno1”, página 334 a 395. 
6 Archivo digital “01Cuaderno1”, página 262 
7 Archivo digital “01Cuaderno1”, página 427 a 449. 
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Respecto de las excepciones de “Prescripción y/o caducidad de acción de 

nulidad relativa” y “Prescripción de la nulidad absoluta respecto al poder” señaló que 

el artículo 1743 del Código Civil, dispone que la nulidad relativa puede sanearse por 

el transcurso del tiempo o por la ratificación tacita o expresa de las partes y que el 

código establece que la prescripción para estos casos corresponde a 4 años, como 

disponen los artículos 1750 y 1751, así, a partir del 19 de mayo de 2008 inició a 

correr el término de prescripción extintiva al demandante, de suerte que al 

presentarse la demanda el 15 de mayo de 2018, la misma se encuentra por fuera 

del lapso concedido por el legislador para el ejercicio de los derechos de la 

naturaleza reclamada. 

 

Agregó que el actor ataca principalmente el poder y como resulta de este 

ataque espera infirmar el negocio jurídico subsiguiente, es decir, la venta; luego 

como sus pretensiones persiguen infirmar el poder debemos indicar que, sobre este 

aspecto, operó el fenómeno de la prescripción. la oportunidad para realizar este tipo 

alegaciones, respecto al poder, ha caducado y prescrito por cuanto transcurrió más 

de 10 años entre su otorgamiento y el reproche que ahora, por esta vía, se hace del 

mismo.  

 

Memora que el otorgamiento del poder, por el señor Daza González, tuvo 

ocasión el 12 de octubre de 2007, por lo cual a partir de ese momento debe 

computarse los 10 años de prescripción ordinaria conforme el artículo 1742 Código 

Civil y el artículo 1º de la Ley 791 de 2002, de tal suerte que cuando la acción se 

promovió el 15 de mayo de 2018, le había prelucido la oportunidad procesal al 

demandante.   

  

En lo que respecta al demandado Carlos Eduardo González Walteros el 

mismo fue notificado a través de curador ad litem8, quien en su oportunidad contestó 

la demanda y propuso la excepción que denominó “PRESCRIPCIÓN DE LA 

ACCIÓN”, sustentada en lo dispuesto en los artículos 2512, 2535 y 1961 del Código 

Civil, en concordancia con el artículo 94 del C.G.P. 

 

Puntualizó que la demanda que contestaba fue presentada al reparto el día 15 

de mayo de 2018 y la curadora se notificó de la demanda el día 8 de octubre de 

2021, en consecuencia, como la escritura pública cuya nulidad se impetra, fue 

inscrita en el folio de matrícula del inmueble el día 19 de mayo de 2008, como consta 

en la anotación 005, ésta es la fecha a tener en cuenta para contabilizar el término 

de 10 años, lapso de tiempo que transcurrió en exceso. 

 

De las anteriores excepciones se corrieron traslado a la actora9, quien en su 

oportunidad replicó las mismas10, sobre las excepciones de prescripción que le 

fueron enrostradas replicó que era evidente que el actor no participó en el presunto 

otorgamiento del mentado poder; también lo es que aún para el progenitor de éste 

fue un acto totalmente desconocido hasta cuando se presentó al inmueble objeto 

del proceso quien afirmó haberlo adquirido, situación que acaeció con posterioridad 

al registro de la negociación, luego, claro resulta que mínimo el tiempo de 

prescripción empezó a transitar cuando el mandato se utilizó y se hizo público, esto 

es, el 19 de mayo de 2008.  

                                                
8 Archivo digital “23NotificacionCuradora”. 
9 Archivo digital “31AutoCorreTrasladoExcepcionesMeritoyPrevias”. 
10 Archivo digital “33ContestaciónExcepciones”. 
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Agrega que el interés del demandante en su calidad de heredero para 

reestructurar la masa sucesoral, no pudo surgir con anterioridad al fallecimiento de 

Álvaro Román Daza González, hecho que ocurrió el 26 de agosto de 2010, luego el 

término que estableció la ley de 10 años concluiría el 26 de agosto de 2020 y,  para 

esa data, 26 de agosto de 2020, el proceso ya se había iniciado y la parte que 

represento de manera acuciosa y diligente había realizado todas las gestiones que 

estaban a su cargo para lograr la vinculación de los demandados; empero, por 

circunstancias que no son del resorte del extremo activo, se dilató en el tiempo la 

designación, aceptación e intimación de la curadora ad-litem, actos procesales cuya 

realización se impetró en más de una ocasión, sin que se lograra su cometido, por 

lo cual no puede ser acreedora de la sanción de prescripción extintiva. 

 

Así las cosas, aun cuando las partes en litigio solicitaron pruebas, lo cierto es 

que, como se indicó al inició de esta providencia, en aplicación del art. 278 del 

C.G.P., entra este Despacho a proferir la sentencia anticipada al encontrarse 

probada la “prescripción” de la acción. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Tesis del despacho. 

 

La que se sostendrá en esta ocasión consiste en negar las pretensiones de la 

demanda, en razón a que se configuró el fenómeno de la prescripción. 

 

Presupuestos procesales. 

 

Revisada la actuación, esta agencia judicial advierte la presencia de los 

llamados presupuestos procesales, pues, las partes intervinientes, demandante y 

demandada actúan por conducto de sus apoderados judiciales, vislumbrándose en 

tal sentido la capacidad para actuar, asimismo, se observa que la demanda se 

ajusta a los requerimientos formales que consagra el art. 82 de nuestro Estatuto 

Procesal Civil, necesarios para lograr el trámite llevado a cabo; por lo demás, este 

despacho no vislumbra vicio de nulidad que afecte la tramitación, o que de haberse 

presentado no se hubiera saneado, supuestos estos que permiten decidir de mérito 

(arts. 132 y 136 del C.G.P.). 

 

Respecto de los contratos, los mismos se han considerado como mecanismo 

idóneo para que los particulares dispongan de sus intereses patrimoniales, es 

considerado como ley para las partes (art. 1602 C.C.), y por virtud de dicho rigor 

legal, requiere que contenga las menciones y requisitos sustanciales y formales 

necesarios para que las estipulaciones establecidas, producto de la autonomía 

privada, sean eficaces y suplan el propósito para el cual se creó, pues en su defecto, 

esto es, cuando no satisface tales exigencias, degenera en nulidad, inexistencia o 

inoponibilidad. 

 

Bajo esa misma línea, la legislación civil dispone que «es nulo todo acto o 

contrato a que falta alguno de los requisitos que la ley prescribe para el valor del 

mismo…» (art. 1740), nulidad que puede ser absoluta, cuando en la convención 

medie objeto o causa ilícita, sea celebrada por incapaces absolutos, o «por la 



10 

omisión de algún requisito o formalidad que las leyes prescriben para el valor de 

ciertos actos o contratos en consideración a la naturaleza de ellos…» (art. 1741), 

en cualquier otro caso, el vicio deriva en nulidad relativa. 

 

En punto de entender la llamada inexistencia que se alega en este asunto, 

basta memorar la sentencia SC4428-2018 de la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia, en donde se memoro la postura que prima de antaño en donde 

se señala “[m]as si la Corte ha reconocido la diferencia que conceptualmente, hay 

entre la inexistencia y la nulidad absoluta de un acto, no ha dejado de observar, 

empero, que el sistema procesal colombiano no ofrece para declarar judicialmente 

la inexistencia un camino peculiar y distinto del establecido para la nulidad, por lo 

que resulta en verdad inoficioso, al menos desde el punto de vista puramente 

práctico, insistir en la disimilitud de tales dos fenómenos. Por lo consiguiente, 

cuando atemperando su conducta a los principios de la lógica y de la ley el juzgador 

de instancia omite declarar la demandada inexistencia dé un contrato, por no 

considerarla como figura jurídica de atributos propios, pero en cambio declara la 

nulidad de ese contrato, pues encuentra que su formación fue viciosa por falta de 

alguno, de sus elementos esenciales, su apreciación dista y en mucho de ser 

manifiesta u ostensiblemente equivocada (CSJ SC de 3 may 1984, G.J. CLXXVI, 

pag. 189)”. 

 

Ahora bien, loable es memorar delanteramente, que artículo 2512 de la 

codificación civil establece que «[l]a prescripción es un modo de adquirir las cosas 

ajenas, o de extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído las 

cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso, 

y concurriendo los demás requisitos legales...», disponiendo, en el mismo sentido, 

el art. 2535 ibidem, que «[l]a prescripción que extingue las acciones y derechos 

ajenos exige solamente cierto lapso de tiempo durante el cual no se hayan 

ejercitado dichas acciones. Se cuenta el tiempo desde que la obligación se haya 

hecho exigible» Se resalta por el Despacho) 

 

Visto que el caso de marras refiere a una acción de nulidad absoluta, debe 

tenerse en cuenta que el art. 1742 del Código Civil dispone que «[l]a nulidad 

absoluta puede y debe ser declarada por el juez, aún sin petición de parte, cuando 

aparezca de manifiesto en el acto o contrato; puede alegarse por todo el que tenga 

interés en ello; puede así mismo pedirse su declaración por el Ministerio Público en 

el interés de la moral o de la ley. Cuando no es generada por objeto o causa 

ilícitos, puede sanearse por la ratificación de las partes y en todo caso por 

prescripción extraordinaria», en esta línea, el art. 1º de la ley 791 de 2002 previó 

«[r]edúzcase a diez (10) años el término de todos las prescripciones veintenarias, 

establecidas en el Código Civil, tales como la extraordinaria adquisitiva de dominio, 

la extintiva, la de petición de herencia, la de saneamiento de nulidades absolutas». 

 

Así mismo, es tema averiguado que «la nulidad absoluta, por mandato expreso 

del artículo 1742 del Código Civil, cuando no es generada por objeto y causa ilícitos 

puede sanearse por la ratificación de las partes. Y en ambos casos, es decir, exista 

o no objeto o causa ilícitos por prescripción extraordinaria…11», precisándose que, 

si bien esta institución no tiene un término especial de prescripción, ha de 

convenirse en que a ella le son aplicables las pautas generales del inciso primero 

                                                
11 Corte Constitucional, sentencia de octubre 21 de 1998 
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del art. 2536 del Código Civil que establece que «la acción ejecutiva se prescribe 

por cinco años. Y la ordinaria por diez».  

 

Respecto de la prescripción de la acción de simulación la Sala de Casación 

Civil de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SC1801-2017 acudiendo a su 

postura de mitad del siglo pasado, vigente a la fecha, indicó que “la acción 

simulatoria o de prevalencia nacida del acuerdo secreto, como fue formulada en el 

sub lite es declarativa de condena, amén que, lejos de no prescribir, conforme a la 

jurisprudencia de la Sala, sí está sometida a la llamada prescripción extintiva, consagrada en el 

artículo 2535 del Código Civil que, para su cumplimiento, exige el transcurso de cierto tiempo y la 

inacción del acreedor, o el no haberla ejercitado. (CSJ SC Sentencia de 20 de octubre de 

1959)”. 

 

Decantado todo lo anterior, y visto que las pretensiones enarboladas orbitan 

de forma principal en que se declare la inexistencia del poder de fecha 12 de octubre 

de 2007 suscrito por el señor Álvaro Ramón Daza González y en consecuencia la 

inexistencia del acto jurídico contenido en la E.P. No. 1503 de mayo 16 de 2008 de 

la Notaría 68 del Circulo de Bogotá, como subsidiarias la nulidad de los mismos 

actos o contratos y como segundas subsidiarias la simulación absoluta de la referida 

escritura pública, poder que fue protocolizado en la referida escritura pública e 

instrumento público que fue inscrito en el correspondiente folio de matrícula 

inmobiliario No. 50C-19232912 el 19 de mayo de 2008, se tiene que el término 

prescriptivo de diez años venció el 19 de mayo de 2018. 

 

Lo anterior es así pues si bien la demanda fue presentada unos días antes de 

que se concretara la prescripción, la parte demandante no logró notificar a todos los 

demandados dentro del año siguiente a la admisión de la misma, de suerte que no 

se interrumpió la prescripción en los términos del artículo 94 del CGP, el cual reza: 

 

“La presentación de la demanda interrumpe el término para la prescripción e 

impide que se produzca la caducidad siempre que el auto admisorio de aquella o el 

mandamiento ejecutivo se notifique al demandado dentro del término de un (1) año 

contado a partir del día siguiente a la notificación de tales providencias al 

demandante. Pasado este término, los mencionados efectos solo se producirán con 

la notificación al demandado. 

 

(…) 

 

Si fueren varios los demandados y existiere entre ellos litisconsorcio 

facultativo, los efectos de la notificación a los que se refiere este artículo se surtirán 

para cada uno separadamente, salvo norma sustancial o procesal en contrario. Si 

el litisconsorcio fuere necesario será indispensable la notificación a todos ellos para 

que se surtan dichos efectos. (…)” 

 

Nótese que para el caso concreto, pasaron más de 13 años para concretar la 

última notificación después de la suscripción y registro del prenotado documento 

público hasta el ocho (8) de octubre de 2021 fecha de la notificación efectiva de la 

curadora ad litem del demandado Carlos Eduardo González Walteros. 

 

                                                
12 En tre otros visible en el archivo Archivo digital “01Cuaderno1”, página  
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Importante resulta señalar que los sujetos procesales están supeditados a los 

devenires del proceso, en tal sentido aunque existieron dificultades en la 

designación del curador, es un asunto claramente previsible y que no resulta 

novedoso a la cultura judicial de nuestro país, razón por lo cual no es de recibo la 

teoría de la fuerza mayor para indicar que no se debe acceder a la prescripción 

alegada por los tres demandados, máxime si se tiene en cuenta que la acción fue 

presentada a tan solo 8 días de que se concretara la citada excepción extintiva de 

la acción.  

 

Tampoco es de recibo la teoría de que el término de prescripción debe ser 

contabilizado desde el fallecimiento de Álvaro Román Daza González, hecho que 

ocurrió el 26 de agosto de 2010, para indicar que los 10 años concluirían el 26 de 

agosto de 2020, pues quien demanda acude como su sucesor y el difunto Álvaro 

Román Daza González tuvo conocimiento de estos hechos a tan solo 5 días de la 

inscripción del documento público en el registro inmobiliario, tal como consta en las 

diligencias de archivo de la denuncia que en su momento colocó bajo el radicado 

11001600001720080284813, en la cual se indica que “se enteró del ilícito porque el 

viernes 23 de mayo de 2008 llegó al predio de su propiedad”, del mismo modo indicó 

que “el martes 27 de mayo de 2.008 fue a la notaria 68 y pidió copia del poder 

utilizado”. 

 

A lo anterior debe anotarse que ninguna incidencia en este asunto tiene la 

suspensión de los términos decretada mediante el decreto legislativo 564 de 15 de 

abril de 2020, pues al 15 de marzo de 2020, fecha que en dio inicio la suspensión 

de términos originada en la pandemia del COVID19, ya se había consumado la 

prenombrada prescripción de la acción. 

 

Finalmente debe agregarse que si bien la parte pasiva dentro del término de 

traslado de las excepciones se refirió expresamente a las excepciones que se dan 

por probadas de forma anticipada, dentro de dicho escrito no se hace mención a 

algún medio probatorio diferente a los ya consignados en el expediente tendiente   

demostrar la interrupción o renuncia de la prescripción alegada por la parte pasiva, 

de suerte que el restante recaudo probatorio resulta inconducente y superfluo a 

efectos de resolver si aconteció o no la prescripción alegada. 

 

Como ultima consideración se advierte que ante la prosperidad de la 

excepción que se declara anticipadamente, se hace innecesario manifestarse sobre 

las excepciones previas que se encuentran pendientes de resolución. 

 

Así las cosas, se tornan infructuosas las pretensiones principales, subsidiarias 

y segundas subsidiarias de la demanda ante la prosperidad de la excepción de 

“Prescripción” alegada por la pasiva y por así permitirlo el num. 3° del art. 278 del 

C.G.P. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARENTA Y TRES CIVIL DEL 

CIRCUITO de esta ciudad, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la ley, 

 

                                                
13 Archivo digital “01Cuaderno1”, páginas 314 a 317. 
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RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR PRÓSPERA la excepción de «PRESCRIPCIÓN» que 

formularon los demandados frente a la totalidad de pretensiones principales, 

primeras subsidiarias y segundas subsidiarias. 

 

SEGUNDO: NEGAR la totalidad de pretensiones principales, primeras 

subsidiarias y segundas subsidiarias enarboladas por la parte demandante. 

 

TERCERO: En consecuencia, DAR POR TERMINADO el proceso de la 

referencia. 

 

CUARTO: CONDENAR a la demandante en las costas del proceso, las cuales 

deberá cancelar a la demandada dentro de los cinco (5) días siguientes a la 

ejecutoria del auto que las apruebe. Señálense al efecto como agencias en derecho 

la suma de $35.000.000.00. Secretaría proceda a realizar la correspondiente 

liquidación. 

 

Notifíquese y cúmplase,  

 
RONALD NEIL OROZCO GOMEZ 

JUEZ 
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14 Tenga en cuenta los lineamientos establecidos para la atención al usuario de forma virtual de este Despacho Judicial, 
los mismos pueden ser consultados el siguiente enlace https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-043-civil-del-circuito-
de-bogota/46 o copiando y pegando el siguiente vínculo en su navegador 
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/36156127/40513369/AVISO+JUZGADO+43+C+CTO.pdf/2781f64b-aad7-
476d-8d6f-86763c401397 . 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-043-civil-del-circuito-de-bogota/46
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-043-civil-del-circuito-de-bogota/46
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/36156127/40513369/AVISO+JUZGADO+43+C+CTO.pdf/2781f64b-aad7-476d-8d6f-86763c401397
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/36156127/40513369/AVISO+JUZGADO+43+C+CTO.pdf/2781f64b-aad7-476d-8d6f-86763c401397
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